El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 25 de septiembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca y declara improcedencia del amparo
Radicación Nro. :
66001-31-21-001-2017-00064-01

Accionante: 
GABRIEL ÁNGEL ARISTIZABAL BURITICÁ

Accionado:
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / IMPROCEDENCIA. [L]a acción impetrada se tornaba improcedente por falta de legitimación en la causa por activa y así ha debido declararse en primera instancia; en consecuencia, se revocará el fallo objeto de revisión y se procederá de conformidad.
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Acta N° 499 de septiembre 25 de 2017
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- contra la sentencia proferida el 14 de agosto último por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de esta ciudad, en la presente acción de tutela que Luzman María Aristizabal López, en calidad de agente oficiosa de Gabriel Ángel Aristizábal Buriticá, inició frente a aquella entidad de previsión social.
ANTECEDENTES

Luzman María Aristizábal Buriticá, en calidad de agente oficiosa de Gabriel Ángel Aristizábal López, demandó por vía de tutela a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en procura de la protección de los derechos fundamentales “al mínimo vital, a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas” de los que este es titular,  vulnerados, afirma, por la citada entidad.

Narró, en síntesis, que Aristizábal López, quien es su padre, cuenta 72 años de edad, no es pensionado, carece de propiedades, cuentas bancarias y ayudas del Estado; cotizó como funcionario público 964,28 semanas hasta el 25 de marzo de 1993, cuando fue despedido sin justa causa del Instituto Colombiano Agropecuario ICA; para esa calenda tenía 47 años de edad y no logró conseguir un nuevo trabajo; por desconocimiento dejó de aportar para completar las 1.000 semanas de cotización y lograr acreditar los requisitos mínimos para obtener la pensión de vejez y luego Colpensiones no accedió a recibir dicho faltante. Sin embargo, se hicieron aportes como independiente, desde el 1 de febrero de 2012 al 28 de febrero de 2013 para completar un tiempo de servicio de 1.020 semanas laboradas.
Mediante Resolución GNR 352157 del 23 de noviembre de 2016 le fue negada tal prestación, con el argumento de que no logra acreditar los requisitos mínimos de edad y/o semanas cotizadas y según información del apoderado que los asiste en esa gestión, solo queda realizar aportes a pensión hasta completar las 1.300 semanas, lo que equivale a seis años más. La posición de Colpensiones es equivocada, por cuanto está probado que el interesado es beneficiario del régimen de transición y su petición debe observarse a la luz del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto Reglamentario 758 del 11 de abril de 1990; y si bien se incumple el requisito de las 500 semanas de cotización en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, sí tiene las 1.000 semanas sufragadas en cualquier tiempo, lo que se ajusta a lo prevenido en la SU-769 de 2014.
Pidió, por tanto, el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación por aportes desde el momento en que se adquirió el derecho, esto es, marzo 1º de 2013.

Con la demanda, entre otros documentos, se anexaron copias del acto administrativo que se reprocha; reporte de semanas cotizadas y poder especial que Gabriel  Ángel Aristizábal le otorgó a Luzman María Aristizábal para trámites ante Colpensiones, el día 21 de julio de 2017.
  



El despacho judicial de primer grado admitió la demanda y corrió traslado al Director de Prestaciones Económicas, a la Directora de Procesos Judiciales, al Director de Acciones Constitucionales de Defensa Judicial y a los Subdirectores de Determinación de la entidad accionada por el término de 3 días para que ejercieran su derecho de defensa; a la vez, se solicitó de la libelista, informara sobre las razones por las cuáles el señor Ángel Aristizábal no podía promover directamente la acción en defensa de sus derechos.

 


 
El Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial, se pronunció para indicar que se desconoce el carácter subsidiario de la acción de tutela para la clase del reclamo elevado, pues cuenta el interesado con el medio de defensa judicial ordinario para definir la controversia.

 



La agente oficiosa dio cuenta de impedimentos de carácter geográfico, económico, de salud, de edad y culturales de su señor padre, para poder instaurar la demanda de manera directa.
  



Sobrevino el fallo de primera instancia en el que el juzgado amparó los derechos reclamados; dejó sin efectos la Resolución GNR 352157 del 23 de noviembre de 2016 y el acto administrativo  SUB 48520 del 20 de abril de 2017, por medio de los cuales se negó el reconocimiento de la pensión por vejez; ordenó a COLPENSIONES que dentro de los 15 días siguientes a la notificación de la providencia, procediera, se entiende, a expedir nuevo acto administrativo, “mediante el cual estudie y resuelva de fondo la solicitud pensional en el Régimen de Transición de Aristizábal López”; además, para “INAPLICAR la prescripción trienal de que habla el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo para este tipo de emolumentos y 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social”.
Para así decidir, prevalido de antecedentes jurisprudenciales sobre la procedencia de la acción de tutela tendiente al reconocimiento de prestaciones económicas frente al perjuicio irremediable, dio cuenta de que el actor, además de ser una persona de la tercera edad, cuenta con cotizaciones al sistema de 750 semanas al 25 de julio de 2005, fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo, y Colpensiones desconoce su calidad de beneficiario del régimen de transición, sin aplicar la Ley 71 de 1998 en su artículo 7, desconociendo precedentes de favorabilidad, establecidos en el artículo 53 de la Constitución Nacional, la legislación laboral y la reiterada jurisprudencia constitucional, como la sentencia de tutela T-037 de 2017. 
  



Tal decisión fue impugnada por COLPENSIONES, que insistió en la subsidiariedad de la acción de tutela y por cuanto el accionante no acredita los requisitos de la Ley 71, al no contar con 20 años de aportes en cualquier tiempo, ya que solo cumple con algo más de 19 años.
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.
  



En el caso concreto, Luzman María Aristizábal Buriticá, quien actúa en calidad de agente oficiosa de Gabriel Ángel Aristizábal López, dirigió su reclamo contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES e invocó la vulneración de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que se resolviera favorablemente petición de reconocimiento y pago de pensión de vejez, que fuera negada sin tener en cuenta el principio de favorabilidad que le asiste a mismo.

 



El Juzgado de primer grado, se dijo, accedió al amparo deprecado y dispuso que se estudiara y resolviera de fondo tal petición, aplicando reglas de transición que sean favorables al actor, sin requisitos adicionales y siguiendo el contenido de la Sentencia T-037 de 2017 en relación con dicha prestación, así como para que no se aplicaran reglas de prescripción, no obstante que en la parte motiva refería otra situación.

  



Pero, al margen de esta última inconsistencia, lo primero que ha debido analizarse en primera instancia, es la legitimación en la causa por activa, ya que le dio vía libre a la agencia oficiosa invocada por la memorialista para acudir en nombre de su padre, Gabriel Ángel Aristizábal López, de quien dice, no puede instaurar directamente la acción por ser una persona adulta, mayor de 72 años, con alguna dificultad en su salud, residir en una zona veredal, sin servicios electrónicos (internet, baja señal de celular) y no contar con recursos económicos para adelantar este trámite. 
  



Para la Sala, contrariamente, se incumplen los supuestos del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que enseña que la acción de tutela debe ser promovida por el directo afectado, o bien por quien sea su representante legal, o por medio de apoderado judicial, en cuyo caso debe ser abogado inscrito y acompañar el respectivo poder especial; todo sin perjuicio de que se puedan agenciar intereses ajenos, evento en el cual debe afirmarse, y probarse, además, que aquella persona por quien se interviene está impedida para acudir por sus propios medios. 
   



En este último evento, no cualquier situación permite acudir a la agencia oficiosa, pues tal figura parte del supuesto de una verdadera imposibilidad del afectado para acudir por sí mismo al trámite excepcional, dado que es ampliamente conocida la informalidad de la acción de tutela, que es tal, que sin la presencia física de la persona se puede ejercer, en vista de que el escrito no requiere ningún tipo de autenticación, sin contar con que se puede presentar por cualquier medio (art. 14, D. 2591 de 1991). 

  



Ahora, la jurisprudencia ha establecido, para la procedencia de la figura, elementos socio-económicos, de salubridad, geográficos que deben tenerse en cuenta para una representación de este índole; sin embargo, esas circunstancias deben reflejar de una manera inequívoca la real imposibilidad que le asiste al directo interesado de defender sus propios intereses.
   



Sobre el tema, ha recordado la máxima Corporación Constitucional
:

1. Esta Corporación ha identificado que la acción de tutela se puede promover por cuatro vías a saber. Estas son: (i) a través de la persona que considera amenazados o vulnerados sus derechos fundamentales; (ii) mediante representante legal, cuando se trate de niños niñas o adolescentes, incapaces absolutos, interdictos o personas jurídicas; (iii) por intermedio de apoderado judicial, frente a lo cual la representación se debe dar a través de un abogado o; (iv) mediante agente oficioso, cuando una persona se arroga la protección de los intereses de otra que se encuentra imposibilitada de hacerlo por sí misma
.

2. Frente a la última vía, la Corte ha establecido algunos requisitos para verificar si un ciudadano actúa en calidad de agente oficioso en aras de determinar si el titular de los derechos fundamentales no está en condiciones de promover su propia defensa. Tales requisitos son:  

“que el agente manifieste actuar en esa calidad y, por otro lado, que el titular de los derechos presuntamente conculcados no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa. Dicha manifestación, en todo caso, puede ser explícita o inferida de la demanda de tutela, lo que quiere decir que la exigencia se cumple bien sea porque el agente afirme desempeñarse en cuanto tal o porque los hechos puestos de presente o las pruebas revelen que es a través de ese mecanismo que se quiso dirigir la acción. Y, de otra parte, la imposibilidad del titular de los derechos supuestamente lesionados puede ser físico, mental o derivado de circunstancias socioeconómicas, tales como el aislamiento geográfico, la situación de especial marginación o las circunstancias de indefensión en que se encuentre el representado, de ahí que la verificación de que el agenciado no le era razonablemente posible reclamar la protección de sus derechos dependa siempre de la apreciación de los elementos del caso”
. 

3. En suma, la acción de tutela puede ser presentada por la misma persona que considera amenazados o vulnerados sus derechos fundamentales o por quien actúe en su nombre. El agente oficioso cumple esta última función cuando el titular de tales derechos no está en condiciones de promover su propia defensa. En dicho caso, se requiere, por un lado, que el agente manifieste actuar en esa calidad y, por otro, establecer que el titular de los derechos no está en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa.

  



Así, en el caso concreto, la sola edad del demandante, no se erige en factor suficiente para soslayar la promoción personal de la acción; a sus 72 años, tratándose de asuntos relacionados con la pensión, se ha sostenido por la alta Colegiatura
 que “El criterio para considerar a alguien de “la tercera edad”, es que esta supere la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia; y según lo deja ver el documento de proyecciones de población elaborado por el Departamento Nacional de Estadística DANE 2007, que constituye el documento oficial estatal vigente para efectos de determinar el indicador de expectativa de vida, “para el quinquenio 2015-2020, la esperanza de vida al nacer para … hombres es de 73.08 años”
.  

  


  
De otro lado, sobre los problemas de salud, tampoco se aportó ninguna prueba, al menos una que acredite que le es imposible valerse por sí mismo, firmar, o comprender la gestión que por él se ha iniciado, es decir, que afronta situaciones físicas o mentales que se lo impidan. Se reitera, que él no debe desplazarse al Juzgado, basta con que manifieste al juez por escrito su intención de que se le proteja, y que el mismo lo haga llegar por cualquier medio al despacho judicial, incluso por por conducto de su hija, para que la demanda se pueda tramitar sin tropiezo alguno. 

 



Por esa misma razón, la falta de recursos económicos, o residir en la zona rural o carecer de medios electrónicos, son insuficientes para acceder a la agencia oficiosa, en cuanto, presentada la demanda, es el despacho judicial el que debe velar por hacerle conocer cada una de las decisiones que se adopten, incluso si no cuenta con esos novedosos medios de comunicación, pues el juez debe asegurarse de que conozca sus providencias.

  



Y es que, no puede pasar inadvertido para la Sala, que uno de los anexos que se trajo con la demanda, consiste en un poder especial que solo unos días antes de la promoción de esta acción (f. 7, c. 1), el mismo agenciado, señor Aristizábal López, firmó y presentó para autenticación ante el Notario Único del Círculo de Santa Rosa de Osos (Antioquia), precisamente, para que su hija efectuara gestiones administrativas relacionadas con el tema que nos atañe. De allí se infiere, razonablemente, que también pudo desplazarse para promover la tutela, o para pedir la ayuda del Ministerio Público, o para otorgarle un poder especial a un profesional del derecho que lo representara, en fin, para ejercer sus derechos por sí mismo o por medio de quien, legalmente, estuviera facultado para hacerlo.  

  



De manera que la manifestación de la agente oficiosa no alcanza para justificar su participación en este asunto, porque ninguna de las circunstancias que plantea le impedía a Gabriel Ángel Aristizábal López, asumir directamente el reclamo constitucional. 



  
Trasunto del cual viene que la acción impetrada se tornaba improcedente por falta de legitimación en la causa por activa y así ha debido declararse en primera instancia; en consecuencia, se revocará el fallo objeto de revisión y se procederá de conformidad.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 14 de agosto último por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de esta ciudad, en la presente acción de tutela que Luzman María Aristizabal López, en calidad de agente oficiosa de Gabriel Ángel Aristizábal Buriticá, inició frente  a la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.
 



En su lugar, se declara la IMPROCEDENCIA del amparo deprecado.

   



Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA      
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